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S E N T E N C I A 

Vistos, para resolver, los autos del juicio de amparo 

indirecto 855/2025; y,

RESULTANDO:

PRIMERO. Presentación de la demanda. Mediante 

escrito presentado el diez de septiembre de dos mil 

veinticinco, en la Oficina de Correspondencia Común de los 

Juzgados de Distrito en el Estado de Guerrero, con sede en 

esta ciudad, y turnado el mismo día a este Juzgado de 

Distrito;  ****** ********* *******, por propio derecho y en 

representación de las personas menores de edad de 

iniciales reservadas *******. y *******., solicitó el amparo y 

protección de la justicia federal en contra de las autoridades 

responsables y por los actos que se transcriben a 

continuación: 

“III.-AUTORIDADES RESPONSABLES:
COMO ORDENADORA SEÑALO A: 
I.- La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas de la Comisión 

Ejecutiva de Atención a Víctimas; con domicilio (…)
COMO EJECUTORAS SEÑALO A: 
I.- La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas de la Comisión 

Ejecutiva de Atención a Víctimas; con domicilio (…)
II.- La Dirección General de Administración y Finanzas de la 

Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, con domicilio (…)
III.- La Dirección General del Comité Interdisciplinario Evaluador de 

la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, con domicilio (…)
4.- ACTOS RECLAMADOS.- De la autoridad señalada como 

responsable ordenadora se reclama, la orden verbal girada de omitir la 
ejecución de los puntos resolutivos de la resolución de nueve de abril de dos 
mil veinticinco, la cual se giró a los encargados de ejecutar la resolución y 
que en la presente se señalan como autoridades ejecutoras, quienes han 
acatado puntualmente dicha orden, omitiendo llevar a cabo las instrucciones 
dictadas en los puntos resolutivos de la resolución mencionada; actividad 
irregular que es totalmente discriminatoria, pues deliberadamente se omite la 
atención, servicio, respuesta y acceso a la justicia, que se debe a la petición 
que hice por escrito desde el catorce de mayo de dos mil veinticinco a la 
Comisión Ejecutiva de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, para 
acceder al pago material de la compensación determinada en la resolución 
en cita, actos que comprometen nuestros derechos y dignidad humanos de la 
suscrita y mis menores hijos.

De las responsables ejecutoras reclamo el acatamiento y ejecución 
de la orden recibida de la Comisionada Ejecutiva de la Comisión Ejecutiva de 
Atención a Víctimas, de omitir la ejecución de la resolución de nueve de abril 
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de dos mil veinticinco; con el propósito de evitar el pago de lo que por 
derecho ya es nuestro, lo que se aprecia en la falta de ejecución de la 
resolución dictada en el expediente CEAV/CIE/0457/2019, en relación con 
sus puntos resolutivos, PRIMERO, SEGUNDO, TERCERO y CUARTO; 
omitiendo la atención, servicio y respuesta sobre la petición que realicé por 
escrito desde el CATORCE DE MAYO DEL AÑO DOS MIL VEINTICINCO, a 
la C. COMISIONADA EJECUTIVA DE LA COMISIÓN EJECUTIVA DE 
ATENCIÓN A VÍCTIMAS; para efecto de materializar el pago de las 
cantidades que en ella se decretaron en favor de la suscrita y mis menores 
hijos, actividad irregular y discriminatoria que nos impide el acceso efectivo a 
la justicia, vulnera nuestros derechos humanos y nos causa severos daños y 
perjuicio de difícil reparación.”

SEGUNDO. Trámite del juicio.

Radicación de la demanda. El once de septiembre 
de dos mil veinticinco1, este órgano jurisdiccional, registró 

la demanda de amparo con el número ******** y previno a 

la promovente, para que en el plazo de cinco días:

a) Exhibiera original o copia certificada del documento 

con el que acreditara el carácter de representante respecto 

de las personas menores de edad de iniciales  ******** y 

********;

b) Aclarara si señala como acto reclamado la falta de 

respuesta a la petición formulada por escrito de catorce de 

mayo de dos mil veinticinco, por parte de la autoridad 

responsable señalada como ordenadora.

Por escrito presentado el diecisiete de septiembre de 

dos mil veinticinco2, la parte quejosa desahogo el 

requerimiento realizado y manifestó lo siguiente:

“…Que, mediante el presente escrito, en tiempo y forma, vengo a 
desahogar la prevención que se me hizo por auto de once de septiembre de 
dos mil veinticinco, por cuanto a los puntos siguientes.

PRIMERO.- Adjunto al presente exhibo copias debidamente 
certificadas de las actas de nacimiento de mis menores hijos, para que sean 
agregadas a los autos del presente juicio y surtan sus efectos legales 
correspondientes; solicitando atentamente, la protección de los datos 
personales de la suscrita y mis menores hijos.

1 Fojas 49 a 56 del juicio de amparo.  
2 Foja 57 del.  
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SEGUNDO.- Aclaro que también señalo como acto reclamado la 
falta de respuesta a mi petición formulada por escrito de catorce de mayo del 
dos mil veinticinco, por parte de la autoridad responsable señalada como 
ordenadora…”

El dieciocho de septiembre de dos mil 
veinticinco3, se admitió la demanda de amparo; se señaló 

fecha para audiencia constitucional; se pidieron los informes 

justificados y se dio la intervención a la Agente del Ministerio 

Público de la Federación adscrita.

Incompetencia. El tres de diciembre de dos mil 
veinticinco4, se celebró la audiencia constitucional, la cual 

culminó con el dictado de la sentencia, en la que este 

Juzgado Federal, se declaró incompetente legalmente y 

declinó la competencia en favor del Juez de Distrito en 

Materia Administrativa, en turno, con sede en la Ciudad de 

México.

No se acepta competencia. El diez de diciembre de 

dos mil veinticinco5, se tuvo por recibido el oficio del Juez 
Cuarto de Distrito en Materia Administrativa en la 
Ciudad de México, en el que no aceptó la competencia 

declinada, al considerar que la omisión reclamada no 

entraña ninguna ejecución material.

Conflicto competencial. Por acuerdo de diecinueve 

de diciembre de dos mil veinticinco6, este órgano 

jurisdiccional, insistió en su incompetencia legal para 

conocer del asunto y ordenó la remisión de los autos al 

Tribunal Colegiado para la sustanciación del conflicto 

competencial.

El Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y 

Administrativa del Vigésimo Primer Circuito, en el conflicto 

3 Fojas 60 a 66.
4 Fojas 112 a 119.
5 Fojas 135 y 136.  
6 Fojas 137 a 140.  
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competencial entre jueces de distrito  ******, en sesión de 

veintiuno de mayo de dos mil veintiséis, resolvió que la 

competencia legal para resolver este asunto corresponde a 

este Juzgado de Distrito, en tanto, que es quien ejerce 

jurisdicción en el lugar en el que se encuentra el domicilio de 

la parte quejosa, que en este caso es en la ciudad de 

Acapulco, Guerrero; por consiguiente, ordenó remitir los 

autos con copia de la ejecutoria a este órgano jurisdiccional, 

para resolver el juicio7.

Turno para sentencia. En proveído de tres de junio 

de dos mil veintiséis, en cumplimiento a dicha ejecutoria del 

Tribunal de Alzada, este Juzgado de Distrito se avocó al 

conocimiento del asunto y, tomando en cuenta que el tres de 

diciembre de dos mil veinticinco, se celebró la audiencia 

constitucional, se turnaron los autos para el dictado de la 

presente sentencia8.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Sexto de 

Distrito en el Estado de Guerrero es competente para 

conocer y resolver el presente juicio de amparo, conforme a 

los artículos 103, fracción I y 107, fracción VII, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 46 

de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 35, 

37 y 107 de la Ley de Amparo, así como en el Acuerdo 

General 3/2013, emitido por el Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, relativo a la determinación del número y 

límites territoriales de los circuitos en que se divide la 

República Mexicana y al número, a la jurisdicción territorial y 

especialización por materia de los Tribunales Colegiados y 

Unitarios de Circuito y de los Juzgados de Distrito.

7 Fojas 164 a 179.
8 Foja 112.
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Lo anterior, porque se reclama un acto de carácter 

omisivo, y la demanda se presentó ante este órgano de 

control constitucional, porque el domicilio de la quejosa se 

ubica en esta jurisdicción, y porque este Juzgado ejerce 

jurisdicción en materia mixta.

SEGUNDO. Fijación de los actos reclamados. Por 

cuestión de orden, y a efecto de dar cumplimiento a lo 

dispuesto en el artículo 749, fracción I, de la Ley de Amparo, 

es necesario delimitar lo reclamado en este juicio, que se 

deduce del estudio íntegro de la demanda, así como de las 

constancias que obran en autos.

En el caso, el acto reclamado por la quejosa consiste 

en:

a) La omisión de acordar el escrito presentado por la 

parte aquí quejosa el catorce de mayo de dos mil veinticinco, 

por el que se solicitó la ejecución de la resolución emitida 

por la Comisionada Ejecutiva de Atención a Víctimas, en la 

Ciudad de México, en el expediente ******************.

b) La omisión de ejecutar la resolución de nueve de 

abril de dos mil veinticinco dictada por la Comisionada 

Ejecutiva de Atención a Víctimas, en la Ciudad de México, 

en el expediente  ******************, en específico a lo 

relativo a acceder al pago material de compensación 

determinada para  ****** ********* ******* y las personas 

menores de edad de iniciales reservadas *******. y *******.

TERCERO. Inexistencia de acto reclamado a)

Por razón de método y técnica, en toda sentencia de 

amparo, en principio, debe analizarse y resolverse sobre la 

9 Artículo 74. La sentencia debe contener: 
I. La fijación clara y precisa del acto reclamado; (…).
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certeza o inexistencia de los actos reclamados y, sólo en el 

primer caso, estudiarse las causas de improcedencia 

aducidas o que se actualicen de oficio, por último, de ser 

procedente el juicio, analizar el fondo del asunto10. 

Lo anterior es así, entre otras razones, porque de no 

existir los actos reclamados, resultaría ocioso, por razones 

lógicas, ocuparse del estudio de cualquier causal de 

improcedencia y, en el evento de ser fundada alguna de 

éstas, sería legalmente imposible analizar las cuestiones de 

fondo; en otras palabras, el estudio de alguna causa de 

improcedencia o del fondo del asunto, implica, en el primer 

caso, que las actuaciones impugnadas son ciertas y, en el 

segundo, que además de ser ciertos, el juicio de amparo es 

procedente.

Ahora bien, el artículo 63, fracción IV, de la Ley de 

Amparo11, establece las hipótesis normativas para decretar el 

sobreseimiento en el juicio de amparo por inexistencia de los 

actos reclamados, a saber:

1. Cuando en los autos está claramente demostrado 

que no existen los actos reclamados.

2. Negados los actos reclamados por la autoridad 

responsable, cuando no se prueba la existencia de éstos en la 

audiencia constitucional.

En el caso concreto, es inexistente el acto 

identificado en el inciso a), consistente en la omisión de 

acordar el escrito presentado por la parte aquí quejosa el 

catorce de mayo de dos mil veinticinco, por el que se solicitó 

la ejecución de la resolución emitida por la Comisionada 

10 Apoyan esta consideración, las tesis de la Primera Sala y del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, registros digitales 206225 y 232302.

11 “Artículo 63. El sobreseimiento en el juicio de amparo procede cuando:
(…)
IV. De las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe el acto 

reclamado, o cuando no se probare su existencia en la audiencia constitucional; y”
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Ejecutiva de Atención a Víctimas, en la Ciudad de México, 

en el expediente ******************..

Pues así lo manifestaron las autoridades responsables 

en su informe justificado, sin que la parte quejosa hubiere 

desvirtuado dicha negativa, ni obre en autos dato alguno que 

acredite lo contrario.

Al respecto, es importante precisar que una omisión 

será cierta, sólo cuando las autoridades efectivamente tengan 

la obligación de actuar como lo demanda la parte quejosa; 

lo que en caso concreto no acontece.

En efecto, por regla general, cuando lo reclamado 

consiste en una omisión, la carga de la prueba a fin de 

acreditar su inexistencia corresponde a las autoridades 

responsables, quienes pueden demostrar que no incurrieron 

en la falta que se les atribuye, pues resultaría materialmente 

imposible para la parte quejosa demostrar actos omisivos12.

Sin embargo, si a las autoridades responsables no 
corresponde actuar como lo demanda la parte quejosa, 

debe relevárseles de la carga de la prueba y, de no 

demostrarse la obligación correlativa, declararse inexistente la 

omisión que se les atribuye, pues el deber de actuar como 
se les reclama debe estar establecido previamente.

En otras palabras, un acto omisivo atribuido a 

determinada autoridad, con independencia de las 

manifestaciones del quejoso y la propia responsable, será 

cierto o inexistente en función de las obligaciones y 
facultades legales que ésta tenga, pero no simplemente 
por el hecho de incurrir en la omisión reclamada; es decir, 

debe acudirse en principio a las normas legales que prevén su 

12 Así lo definió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
jurisprudencia –registro digital 1002748– del título: “ACTO RECLAMADO NEGATIVO. LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE DEBE COMPROBAR QUE CUMPLIÓ LOS REQUISITOS QUE SE LE RECLAMAN.”.
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competencia para verificar si en realidad está obligada a 

realizar la conducta que se le reclama.

Así, antes de pronunciarse sobre una posible omisión, 

es necesario identificar si existe obligación jurídica de la 
autoridad responsable de actuar en la forma que la parte 
quejosa indica, porque de no ser así, se llegaría a la 

conclusión errónea de que cualquier omisión reclamada fuera 

cierta.

Apoya esa consideración la tesis 1a. XXIV/98, registro 

digital 196080, del título y contenido:

“ACTOS DE NATURALEZA OMISIVA. PARA ESTAR EN APTITUD 
DE PRECISAR SU CERTEZA O FALSEDAD, DEBE ACUDIRSE EN 
PRINCIPIO A LAS NORMAS LEGALES QUE PREVÉN LA COMPETENCIA 
DE LA AUTORIDAD PARA DETERMINAR SI EXISTE O NO LA 
OBLIGACIÓN DE ACTUAR EN EL SENTIDO QUE INDICA EL QUEJOSO. 
Para que se actualice la omisión en que incurre una autoridad debe existir 
previamente la obligación correlativa, conforme lo dispongan las normas 
legales; por tanto, un acto omisivo atribuido a la autoridad, como puede ser que 
el presidente de la República, no haya sancionado un acuerdo expedido por un 
secretario de Estado, independientemente de las afirmaciones de la quejosa y 
las manifestaciones de la responsable, será cierto o inexistente, en función de 
las obligaciones y facultades constitucionales que ineludiblemente está 
constreñida a realizar, sea en vía de consecuencia de un acto jurídico previo 
que lo origine, o bien, en forma aislada y espontánea sin que tenga como 
presupuesto una condición; y no simplemente por el solo hecho de incurrir en la 
omisión por sí misma con criterios subjetivos. En estas circunstancias, para 
estar en aptitud de precisar la certeza o falsedad de un acto de naturaleza 
omisiva cuando se le imputa a determinada autoridad, debe acudirse en 
principio a las normas legales que prevén su competencia para verificar si en 
realidad está obligada a realizar esa conducta, es decir, antes de 
pronunciarse sobre una posible omisión es necesario identificar si existe 
obligación jurídica de actuar en la forma que la quejosa indica, porque de 
no ser así se llegaría a la conclusión errónea de que cualquier omisión 
reclamada fuera cierta soslayando la exigencia objetiva de que se debe obrar 
en determinado sentido, que después de todo puede servir como referencia 
para iniciar el análisis de certeza de actos.”

Así como la jurisprudencia 2a./J. 99/2018 (10a.) de la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

de rubro y texto siguientes: 

“ACTOS OMISIVOS. CUANDO LA AUTORIDAD NIEGA SU 
EXISTENCIA, EL JUEZ DEBE EXAMINARLA VERIFICANDO SI LA 
RESPONSABLE SE ENCONTRABA EN APTITUD LEGAL DE ATENDER A 
LO SOLICITADO. Ante el reclamo de actos de omisión, cuando la autoridad 
responsable los niegue bajo la justificación de que no estaba en posibilidades 
de actuar, el juzgador de amparo, en el capítulo de existencia de la 
sentencia respectiva, debe analizar precisamente este aspecto, es decir, 
si la autoridad se encontraba en condiciones y momento de contestar la 
solicitud de origen, o si el procedimiento respectivo estaba en estado de 
resolución, lo que, en su caso, podrá dar lugar al sobreseimiento por 
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inexistencia de actos reclamados; cuestión que no implica el estudio de 
fondo, pues no involucra el análisis de la constitucionalidad de los actos”13.

Explicado lo anterior, las autoridades responsables, al 

momento de rendir su informe justificado, respecto de la 

omisión de atender la citada petición negaron el acto que se 

les atribuye.

Negativa que se estima conducente, en tanto que 
no se advierte que al momento de la presentación de la 
demanda de amparo, tuvieran el deber de realizar la 
conducta que aduce la quejosa.

Se asume de esa manera, porque de las constancias 

que allegaron con su informe justificado, se aprecia que 

mediante oficio CEAV/DGAJ/2693/2025 de diez de junio de 
dos mil veinticinco, la autoridad responsable atendió el 
escrito que la parte quejosa presentó el catorce de mayo 
de dos mil veinticinco (folio 84 vuelta). 

Constancias que gozan de pleno valor probatorio en 

términos de los artículos 312, 313 y 344 del Código Nacional 

de Procedimientos Civiles y Familiares, de aplicación 

supletoria a la Ley de Amparo, por disposición expresa de su 

numeral 2°, toda vez que fueron expedidas por un servidor 

público en el ejercicio de sus funciones, y de las cuales 
queda demostrado que antes de la fecha de presentación 
de la demanda de amparo (diez de septiembre de dos mil 
veinticinco) la autoridad responsable dio contestación a la 
petición formulada a las responsables en el sentido de 

solicitar diversos requisitos para continuar con el trámite de 

pago. 

13, Semanario Judicial de la Federación, Décima Época. Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 
h. Registro digital: 2018110.
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10

Así, la negativa del acto se asume correcta pues si la 

autoridad responsable dio respuesta a la petición formulada y 

la notificó vía correo electrónico el once de junio de dos mil 

veinticinco, es claro que al momento de presentar la demanda 

de amparo origen de este asunto, no existía la omisión 

reclamada.

No se soslayan las alegaciones realizadas por la 

parte quejosa en el sentido de que no existe notificación que 

evidencie que la quejosa conociera la respuesta emitida el 

diez de junio de dos mil veinticinco; sin embargo, respecto a 

ello,  la autoridad responsable remitió copia certificada del 

envío realizado a la dirección electrónica 

Valdovinos_cereso@hotmail.com el once de junio siguiente, 

sin que al efecto emitiera concepto de violación o presentara 

prueba de que ello fuera incorrecto. 

Además, esta juzgadora advierte que en la secuela 

procesal de este juicio de amparo, quedó acreditado que la 

parte quejosa atendió el requerimiento formulado en el 
citado oficio ******************* de diez de junio de 
dos mil veinticinco, y ya exhibió los requisitos que 
habían sido solicitados.

Por lo que a ningún fin práctico conduciría ordenar la 

notificación de dicho oficio, si la parte quejosa ya conoció de 

la contestación a su petición y ya cumplió con lo solicitado, 

máxime que como se verá en los subsecuentes apartados lo 

que debe privilegiarse en este asunto es la pronta y 

expedita administración de justicia al tratarse de una 

resolución que no ha sido cumplida. 

DECISIÓN

En función de lo expuesto, al ser inexistente el acto 

reclamado identificado con el inciso a), procede sobreseer 

D
IA

N
A

 L
A

U
R

A
 G

O
N

Z
A

L
E

Z
 R

A
M

IR
E

Z
706a6620636a6633000000000000000000013dd1
21/04/27 13:55:06

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a

mailto:Valdovinos_cereso@hotmail.com


JUICIO DE AMPARO: 855/2025
MATERIA: ADMINISTRATIVA

11

en el presente juicio constitucional en términos de lo 

dispuesto por la fracción IV del artículo 63 de la Ley de 

Amparo únicamente por lo que hace a ese acto.

CUARTO. Certeza de los actos reclamados. 

Respecto del acto reclamado en el inciso b), 

consistente en la omisión de ejecutar la resolución de nueve 

de abril de dos mil veinticinco dictada por la Comisionada 

Ejecutiva de Atención a Víctimas, en la Ciudad de México, 

en el expediente  ******************, en específico a lo 

relativo a acceder al pago material de compensación 

determinada para  ****** ********* ******* y las personas 

menores de edad de iniciales reservadas  ******* . y 

*******., las autoridades responsables Comisión Ejecutiva 
de Atención a Víctimas, Comisionada Ejecutiva, 
Directora General del Comité Interdisciplinario 
Evaluador y Director General de Administración y 
Finanzas, todos de la Comisión Ejecutiva de Atención a 
Víctimas, al rendir su informe justificado14 negaron los 
actos que se les atribuyen. Sin embargo, realizaron 

manifestaciones para justificar su actuar con ellas 

evidencian su certeza; razón por la que se desvirtúa su 
negativa, y se tiene por cierto los actos que se les 
atribuyen. 

Apoya lo anterior, la tesis del Segundo Tribunal 

Colegiado del Sexto Circuito, de rubro: “ACTO 
RECLAMADO. DEBE TENERSE POR CIERTO CUANDO 
LA AUTORIDAD EN SU INFORME LO NIEGA, Y A 
CONTINUACIÓN HACE MANIFESTACIONES QUE 
EVIDENCIAN SU CERTEZA”.

14 Fojas 75 a 87 y 91 a 102.
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12

Certeza de acto que además se corrobora con las 

constancias que allegó como anexo a su informe justificado, 

consistente en copia certificada de diversas actuaciones que 

obran en el expediente  ****************** . Prueba 

documental a la cual se le concede valor probatorio pleno, 

en términos de los artículos 312, 313 y 344 del Código 

Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, de 

aplicación supletoria a la Ley de Amparo, por disposición 

expresa de su numeral 2°, toda vez que fueron expedidas 

por un servidor público en el ejercicio de sus funciones, de 

las que se advierte que no han sido cubiertas las 
cantidades indicadas como montos de compensación 
establecidas para cada quejoso en la resolución de 
nueve de abril de dos mil veinticinco, emitida en el 
expediente *******************

QUINTO. Estudio de las causas de improcedencia.

En atención a la técnica que rige el juicio de amparo, 

se procede al examen de las causales de improcedencia 

alegadas por las partes o que pudiesen apreciarse en forma 

oficiosa, por ser una cuestión de orden público y estudio 

preferente, según dispone el numeral 62 de la Ley de 

Amparo.

La autoridad responsable expone como causa de 

sobreseimiento la contenida en el artículo 63, fracción IV; sin 

embargo, como se vio, en el apartado que antecede, 

respecto a la omisión de ejecutar la resolución de nueve de 

abril de dos mil veinticinco, emitida en el expediente 

******************, por la Comisionada Ejecutiva de 

Atención a Víctimas, en la Ciudad de México, en específico 

a lo relativo a acceder al pago material de compensación 

determinada en la resolución, es cierto el acto reclamado, 

pues de las constancias remitidas y del propio informe 
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justificado se advierte que no se ha materializado el pago de 

las compensaciones decretadas en dicha resolución. 

Sin soslayar las justificaciones que expone en su 

informe justificado; sin embargo, ellas serán entendidas en 

el estudio del fondo del asunto.

Por tanto, al no haber causa de improcedencia 

invocada por las partes ni advertida de oficio; esta 

resolutora se avocará al análisis de fondo del asunto 

constitucional que nos ocupa.

La determinación que antecede encuentra sustento, 

por analogía, en la jurisprudencia 3a./J. 21/91, con registro 

digital 207000, emitida por la otrora Tercera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece:

“IMPROCEDENCIA. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A ESTUDIAR 
TODAS Y CADA UNA DE LAS CAUSALES PREVISTAS EN EL 
ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE AMPARO. Si el juez de Distrito no encuentra 
causal de improcedencia alguna que amerite su estudio, no es fundado 
exigirle se haga cargo de todas y cada una de las contempladas en el 
artículo 73 de la Ley de Amparo, ya que el último párrafo de dicho precepto 
no lo obliga a que analice todas y cada una de las hipótesis de 
improcedencia contenidas en la Ley, porque basta que estudie y se 
pronuncie sobre las causales específicamente invocadas por las partes para 
tener por satisfecho el precepto en comento”

SEXTO. Estudio de fondo del asunto. 

Antecedentes

Previo al estudio de los conceptos de violación y para 

un adecuado análisis del caso concreto, se hace relación de 

los antecedentes más relevantes del asunto, que se 

advierten de las constancias que obran en el disco versátil 

digital remitido por la autoridad responsable y que cuenta 

con las constancias certificadas del expediente 

******************, (contenidas en los archivos 

identificados con el nombre 2019_E457_split_23 y 

2019_E457_split_24):
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-En cumplimiento al juicio de amparo 1145/2021 del 

índice de este Juzgado, la Comisionada Ejecutiva de 

Atención a Víctimas, emitió resolución en el expediente 

administrativo citado, relativa a la solicitud de reparación 

integral del daño formulada por los aquí quejosos y otros, 

víctimas indirectas de  ******** ********* ********* en 

términos de la recomendación  ******* de veinticuatro de 

mayo de dos mil diecinueve emitida por la Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos. 

En dicha resolución se otorgaron como medidas de 

Plan de Reparación Integral, las de restitución, 

rehabilitación, satisfacción, no repetición y compensación. 

En específico, respecto del plan de compensación, se 

estableció para los aquí quejosos, lo siguiente:

VÍCTIMA CONCEPTO MONTO A PAGAR 
EN MONEDA 
NACIONAL

TOTAL

PARTE 
PROPORCIONAL 

DAÑO MORAL 
VÍCTIMA DIRECTA

$275,000.00

DAÑO MORAL 
VÍCTIMA 

INDIRECTA
$150,000.00

RESARCIMIENTO 
DE LOS 

PERJUICIOS O 
LUCRO CESANTE 

VÍCTIMA 
INDIRECTA

$424,075.00

GASTOS Y COSTAS $84,000.00

****** 
********* 

*******

TRANSPORTE, 
ALOJAMIENTO, 

COMUNICACIÓN O 
ALIMENTACIÓN.

$20,000.00

$953,075.00

PARTE 
PROPORCIONAL 

DAÑO MORAL 
VÍCTIMA DIRECTA

$275,000.00

DAÑO MORAL 
VÍCTIMA 
INDIRECTA

$150,000.00
********

RESARCIMIENTO 
DE LOS 

PERJUICIOS O 
LUCRO CESANTE 

VÍCTIMA 
INDIRECTA

$424,075.00

$849,075.00
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PARTE 
PROPORCIONAL 

DAÑO MORAL 
VÍCTIMA DIRECTA

$275,000.00

DAÑO MORAL 
VÍCTIMA 

INDIRECTA
$150,000.00

********

RESARCIMIENTO DE 
LOS PERJUICIOS O 
LUCRO CESANTE 

VÍCTIMA INDIRECTA
$424,075.00

$849,075.00

-Obran en el expediente diversos acuses de 

notificación de dicha resolución:

• Al Titular de la Coordinación General de 

Seguimiento de Recomendaciones y de 

Asuntos Jurídicos de la Comisión Nacional de 

los Derechos Humanos, en cumplimiento al 

resolutivo segundo, confecha de recepción de 

veintidós de abril de dos mil veinticinco. 

• Al Director General de la Asesoría Jurídica 

Federal y al Director General de Atención y 

Acompañamiento en cumplimiento al resolutivo 

tercero, con fecha de recepción veintiuno de 

abril de dos mil veinticinco.

-Mediante escrito presentado ante esa Comisión el 

catorce de mayo de dos mil veinticinco, ****** ********* 

******** por propio derecho y en representación de sus 

hijos solicitó la ejecución de la resolución de nueve de 
abril de dos mil veinticinco.

-Obra el acuse de notificación de cuatro de junio de 

dos mil veinticinco, dirigido a la Directora General del Comité 

Interdisciplinario Evaluador, en el que se remitió el escrito de 

****** ********* ******* . En dicho oficio se solicitó la 

colaboración de cumplimiento.
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-En atención a dicho requerimiento, el nueve de junio 

siguiente, el Director de área de la Dirección General del 

Comité Interdisciplinario Evaluador, informó a la Comisión 

que:

“mediante correos electrónicos de fechas 28 de abril y 2 
de junio de 2025, se solicitó a las personas peticionarias diversa 
documentación a efecto de comenzar el trámite de pago de los 
montos otorgados mediante resolución en comento, por lo que 
esta Dirección General se encuentra a la espera de dicha 
documentación”

-La quejosa  ****** ********* ******** presentó 

nuevamente escrito ante el Centro de Atención Integral en 

Guerrero, solicitando la ejecución de la resolución emitida, 

petición que se remitió a la Directora de Asuntos Jurídicos 

de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, con sede 

en la Ciudad de México, el tres de junio de dos mil 

veinticinco. 

 -El diecisiete de octubre de dos mil veinticinco, la 

Directora General del Comité Interdisciplinario Evaluador 

giró oficio al Director General de Administración y Finanzas, 

en el que le informó que el pago de las víctimas en el 
expediente  ****************** se ordenó realizar con 
cargo al presupuesto destinado para tal fin y solicitó a la 
brevedad la opinión sobre si cuenta con la suficiencia 
presupuestaria del importe para estar en condiciones de 
realizar la instrucción de pago. 

Siendo dicha actuación la última que obra en el 
expediente remitido. 

Concepto de violación 

La parte quejosa en su demanda de amparo, 

esencialmente aduce que se transgrede en su perjuicio los 

derechos fundamentales de justicia pronta y expedita, así 

D
IA

N
A

 L
A

U
R

A
 G

O
N

Z
A

L
E

Z
 R

A
M

IR
E

Z
706a6620636a6633000000000000000000013dd1
21/04/27 13:55:06

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



JUICIO DE AMPARO: 855/2025
MATERIA: ADMINISTRATIVA

17

como la tutela judicial efectiva previstos en el artículo 17 

constitucional, pues la autoridad responsable ha incurrido en 

una conducta pasiva durante todo el procedimiento, y que 

solo a través de los juicios de amparo es que se logró 

obtener resolución en el expediente *******************

Que en dicha resolución de nueve de abril de dos mil 

veinticinco, se establecieron montos de compensación 
para cada uno de los quejosos que hasta la fecha no han 

sido pagados. 

Es fundado el citado concepto de violación.

Marco jurídico

El artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece: 

“Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí 
misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho. Toda persona 
tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán 
expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, 
emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. 
Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las 
costas judiciales. […]” 

El citado precepto legal consagra el derecho 

fundamental a la tutela jurisdiccional a favor de cualquier 

persona y que consiste en el derecho que ésta goza, para 

acceder de forma expedita a los tribunales y plantearles 
una pretensión o defenderse de ésta mediante un 
proceso, dentro de los plazos y los términos que prevean 

las leyes. El objeto del derecho a la tutela jurisdiccional es 

asegurar la impartición de una justicia pronta, completa, 

gratuita e imparcial; y cualquier órgano —no solo los 

tribunales como literalmente expresa el artículo 17 

constitucional, sino también aquellos que no pertenecen al 
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poder judicial federal y local— encargado de impartirla están 

constreñidos a observar este derecho fundamental.

El derecho a la tutela jurisdiccional se desenvuelve en 

varios sectores, que constituyen sus principios, entre ellos, 

el derecho a la plena ejecución de las resoluciones que 
dicten los órganos que impartan justicia, que consiste 
en que la persona a quien se obligue cumplir una 
sentencia no puede eximirse de tal situación. Este 

principio consagra la efectividad externa de la tutela 
jurisdiccional y que es de gran trascendencia para la 

impartición de justicia, porque no sería eficaz si la sentencia 

no se cumple; de ahí que, por un lado, el órgano que 

resuelva ordene a las partes que la acaten y de ser 

necesario, las obligue en ese sentido y, por otro, aquellas 

personas que se vinculen a su cumplimiento, no puedan 

evadirlo, para lo que la ley debe prever los mecanismos que 

permitan ejecutar lo resuelto por el juzgador.

Como se puntualizó, la omisión reclamada de las 

autoridades responsables es cierta, lo que es de singular 

importancia, ya que por sí misma es violatoria del derecho a 

la tutela consagrado en el artículo 17 constitucional a favor 

de la parte quejosa.

Ahora bien, en el caso que aquí se estudia, el actuar 

de las autoridades responsables se rige por lo establecido 

en los artículos 1, 2, 84, 88, fracción XVIII y 93 de la Ley 

General de Víctimas15.

15 Artículo 1. La presente Ley general es de orden público, de interés social y observancia en 
todo el territorio nacional, en términos de lo dispuesto por los artículos 1o., párrafo tercero, 17, 20 y 73, 
fracción XXIX-X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Tratados Internacionales 
celebrados y ratificados por el Estado Mexicano, y otras leyes en materia de víctimas. 

En las normas que protejan a víctimas en las leyes expedidas por el Congreso, se aplicará 
siempre la que más favorezca a la persona. 

La presente Ley obliga, en sus respectivas competencias, a las autoridades de todos los 
ámbitos de gobierno, y de sus poderes constitucionales, así como a cualquiera de sus oficinas, 
dependencias, organismos o instituciones públicas o privadas que velen por la protección de las víctimas, 
a proporcionar ayuda, asistencia o reparación integral. Las autoridades de todos los ámbitos de gobierno 
deberán actuar conforme a los principios y criterios establecidos en esta Ley, así como brindar atención 
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Esos numerales esencialmente determinan que en las 

normas y leyes expedidas por el Congreso que protejan a 

víctimas, se aplicará siempre la que más favorezca a la 

persona.

Que la reparación integral comprende las medidas de 

restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y 

inmediata en especial en materias de salud, educación y asistencia social, en caso contrario quedarán 
sujetos a las responsabilidades administrativas, civiles o penales a que haya lugar. 

La reparación integral comprende las medidas de restitución, rehabilitación, compensación, 
satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y 
simbólica. Cada una de estas medidas será implementada a favor de la víctima teniendo en cuenta la 
gravedad y magnitud del hecho victimizante cometido o la gravedad y magnitud de la violación de sus 
derechos, así como las circunstancias y características del hecho victimizante”.

“Artículo 2. El objeto de esta Ley es:
I.  Reconocer y garantizar los derechos de las víctimas del delito y de violaciones a derechos 

humanos, en especial el derecho a la asistencia, protección, atención, verdad, justicia, reparación integral, 
debida diligencia y todos los demás derechos consagrados en ella, en la Constitución, en los Tratados 
Internacionales de derechos humanos de los que el Estado Mexicano es Parte y demás instrumentos de 
derechos humanos; 

II. Establecer y coordinar las acciones y medidas necesarias para promover, respetar, 
proteger, garantizar y permitir el ejercicio efectivo de los derechos de las víctimas; así como implementar 
los mecanismos para que todas las autoridades en el ámbito de sus respectivas competencias cumplan 
con sus obligaciones de prevenir, investigar, sancionar y lograr la reparación integral; 

III. Garantizar un efectivo ejercicio del derecho de las víctimas a la justicia en estricto 
cumplimiento de las reglas del debido proceso; 

IV. Establecer los deberes y obligaciones específicos a cargo de las autoridades y de todo 
aquel que intervenga en los procedimientos relacionados con las victimas; 

V. Establecer las sanciones respecto al incumplimiento por acción o por omisión de cualquiera 
de sus disposiciones.”

“Artículo 84. La Comisión Ejecutiva es un organismo con personalidad jurídica y patrimonio 
propios; con autonomía técnica, de gestión y contará con los recursos que le asigne el Presupuesto de 
Egresos de la Federación. 

Las medidas y reparaciones que dicte la Comisión Ejecutiva, serán determinadas por el 
Comisionado Ejecutivo en los términos de la fracción XIII del artículo 95 de esta Ley. 

La Comisión Ejecutiva tendrá por objeto garantizar, promover y proteger los derechos de las 
víctimas del delito y de violaciones a derechos humanos, en especial los derechos a la asistencia, a la 
protección, a la atención, a la verdad, a la justicia, a la reparación integral y a la debida diligencia, en 
términos del artículo 2 de la Ley; así como desempeñarse como el órgano operativo del Sistema y las 
demás que esta Ley señale. 

El domicilio de la Comisión Ejecutiva es en la Ciudad de México, y podrá establecer 
delegaciones y oficinas en otras entidades federativas, cuando así lo autorice la Junta de Gobierno, de 
acuerdo a su disponibilidad presupuestaria. 

 En la ejecución de las funciones, acciones, planes y programas previstos en esta Ley, la 
Comisión Ejecutiva garantizará la representación y participación directa de las víctimas y organizaciones 
de la sociedad civil, propiciando su intervención en la construcción de políticas públicas, así como el 
ejercicio de labores de vigilancia, supervisión y evaluación de las instituciones integrantes del Sistema con 
el objetivo de garantizar un ejercicio transparente de sus atribuciones. 

De la Comisión Ejecutiva depende la Asesoría Jurídica Federal, el Registro Nacional de 
Víctimas y el área responsable de efectuar los pagos que, en su caso, corresponda efectuar a las víctimas 
por concepto de Recursos de Ayuda, asistencia, reparación integral y compensación, en términos de esta 
Ley, el Reglamento y demás disposiciones aplicables. 

A fin de garantizar el acceso efectivo de las víctimas a los derechos, garantías, mecanismos, 
procedimientos y servicios que establece esta Ley, el Gobierno Federal contará con un área responsable 
de efectuar los pagos que, en su caso, corresponda efectuar a las víctimas por concepto de Recursos de 
Ayuda, asistencia y reparación integral, una asesoría jurídica y un registro de víctimas, los cuales operarán 
a través de las instancias correspondientes, para la atención a víctimas en los términos dispuestos por 
esta Ley.

Las entidades federativas contarán con una asesoría jurídica, un registro de víctimas y un 
Fondo estatal en los términos de esta Ley y de lo que disponga la legislación aplicable.

“Artículo 88. La Comisión Ejecutiva tendrá las siguientes funciones y facultades: (…)
XVIII. Nombrar a los titulares de la Asesoría Jurídica Federal, del Registro y del área 

responsable de efectuar los pagos que, en su caso, corresponda efectuar a las víctimas por concepto de 
Recursos de Ayuda, asistencia, reparación integral y compensación;”

“Artículo 93. La Comisión Ejecutiva cuenta con un comité interdisciplinario evaluador con las 
siguientes facultades: 

I. Elaborar los proyectos de dictamen de acceso a los recursos para el otorgamiento de los 
Recursos de Ayuda; 

II. Elaborar los proyectos de dictamen de reparación integral y, en su caso, la compensación, 
previstas en la Ley y el Reglamento;

III. Elaborar los proyectos de dictamen para la creación de fondos de emergencia, (…)”
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garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, 

colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas 

medidas será implementada a favor de la víctima.

Que la Comisión Ejecutiva es un organismo con 

personalidad jurídica y patrimonio propios; con autonomía 

técnica, de gestión y contará con los recursos que le asigne 

el Presupuesto de Egresos de la Federación, que de ella 

depende la Asesoría Jurídica Federal, el Registro Nacional 

de Víctimas y el área responsable de efectuar los pagos 
que, en su caso, corresponda efectuar a las víctimas por 
concepto de Recursos de Ayuda, asistencia, reparación 
integral y compensación.

Debe tenerse presente que una de las directrices 

fundamentales que rige la aplicación de la Ley General 

Víctimas es el principio de debida diligencia conforme al 

cual, el Estado está obligado a realizar todas las 
actuaciones necesarias dentro de un tiempo razonable 
para lograr el objeto de la ley, el cual comprende la 
obligación de garantizar un efectivo ejercicio del 
derecho de las víctimas a la justicia en estricto 
cumplimiento de las reglas del debido proceso. 

De igual forma, conforme a dicho principio, el Estado 

deberá remover los obstáculos que impidan el acceso 
real y efectivo de las víctimas a las medidas reguladas por 

la ley, realizar prioritariamente acciones encaminadas al 
fortalecimiento de sus derechos, contribuir a su 

recuperación como sujetos en ejercicio pleno de sus 

derechos y deberes, así como evaluar permanentemente el 

impacto de las acciones que se implementen a favor de las 

víctimas.
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Ahora en atención al tema en particular, importa 

destacar que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ha establecido que las víctimas de 

violaciones a los derechos humanos o sus familiares, "tienen 

derecho a la reparación adecuada del daño sufrido, la cual 

debe concretarse a través de medidas individuales 

tendientes a restituir, indemnizar y rehabilitar a la víctima, 

así como de medidas de satisfacción de alcance general y 

garantías de no repetición", mediante los procedimientos 

previstos legalmente para esos efectos, "lo cual no es una 
concesión graciosa, sino el cumplimiento de una 
obligación jurídica".

Lo anterior deriva tanto del régimen previsto 

constitucionalmente como de los instrumentos 

internacionales ratificados por el Estado Mexicano y de los 

criterios de organismos internacionales, los cuales se 

manifiestan claramente en el sentido de que "es un derecho 
efectivo de las personas agraviadas a nivel fundamental 
obtener una reparación proporcional a la gravedad de 
las violaciones y al daño sufrido".

Las anteriores consideraciones se encuentran 

plasmadas en la tesis P. LXVII/2010, registro digital 163164, 

de rubro y texto:

“DERECHOS HUMANOS. SU VIOLACIÓN GENERA UN DEBER 
DE REPARACIÓN ADECUADA EN FAVOR DE LA VÍCTIMA O DE SUS 
FAMILIARES, A CARGO DE LOS PODERES PÚBLICOS COMPETENTES. 
Las víctimas de violaciones a los derechos humanos o sus familiares, tienen 
derecho a la reparación adecuada del daño sufrido, la cual debe concretarse 
a través de medidas individuales tendientes a restituir, indemnizar y 
rehabilitar a la víctima, así como de medidas de satisfacción de alcance 
general y garantías de no repetición, mediante los procedimientos previstos 
legalmente para esos efectos, lo cual no es una concesión graciosa, sino el 
cumplimiento de una obligación jurídica. Lo anterior deriva tanto del régimen 
previsto constitucionalmente como de los instrumentos internacionales 
ratificados por México y de los criterios de organismos internacionales, los 
cuales se manifiestan claramente en el sentido de que es un derecho efectivo 
de las personas agraviadas a nivel fundamental obtener una reparación 
proporcional a la gravedad de las violaciones y al daño sufrido”.
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Luego, dentro de los derechos de las víctimas, se 

encuentra reconocido el relativo a "ser reparadas por el 

Estado de manera integral, adecuada, diferenciada, 

transformadora y efectiva por el daño o menoscabo que han 

sufrido en sus derechos como consecuencia de violaciones 

a derechos humanos y por los daños que esas violaciones 

les causaron" .

Comprendiendo medidas de restitución, 

rehabilitación, "compensación", satisfacción y medidas de 

no repetición.

La compensación, como medida comprendida 

dentro de la reparación integral del daño, debe de otorgarse 

a la víctima de forma "apropiada y proporcional a la 

gravedad […] de la violación de derechos humanos sufrida y 

teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso". 

Al respecto se invoca la tesis 2a./J. 111/2017 (10a.) 

de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, registro digital: 2014862, de rubro y texto:

“COMPENSACIÓN A VÍCTIMAS DE VIOLACIÓN A LOS 
DERECHOS HUMANOS. LA COMPENSACIÓN Y LA FUNCIÓN 
INDEMNIZATORIA DE LA COMISIÓN EJECUTIVA DE ATENCIÓN A 
VÍCTIMAS, DEBE ENTENDERSE EN TÉRMINOS DE 
COMPLEMENTARIEDAD. De la interpretación del artículo 132 de la 
Ley General de Víctimas y del lineamiento 40 de los Lineamientos para 
el funcionamiento del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación 
Integral, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 15 de enero 
de 2015, se advierte que, en caso de que a la víctima se le haya 
cubierto parte de la reparación integral a través de otros mecanismos 
se entregará, de manera complementaria, el monto no enterado a 
través de esas vías. En ese sentido, lo que el ordenamiento legal 
citado proscribe no es la complementariedad, sino la duplicidad de la 
compensación; por ende, con independencia de que la víctima haya 
obtenido cierto pago por concepto de reparación mediante algún medio 
o instrumento diverso al contemplado en la ley mencionada, tal 
situación, por sí sola, no puede tener el alcance de privarle del derecho 
de acceder al fondo tutelado en dicho ordenamiento legal, mediante la 
fijación de la compensación que la comisión realice, si esa medida no 
resulta suficiente para reparar la totalidad de los daños derivados de la 
violación a sus derechos humanos. Máxime que el artículo 149 de la 
ley referida precisa que procederá el acceso a los recursos del fondo 
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en materia de reparación, cuando la medida reparatoria en otros 
mecanismos "no haya alcanzado el pago total de los daños que se le 
causaron", o bien, "no haya recibido la reparación integral del daño por 
cualquier otra vía", lo que denota que tanto las reparaciones 
individuales, administrativas o judiciales, como las colectivas obtenidas 
en otras vías, se entienden en términos de complementariedad, a fin 
de alcanzar la integralidad que busca la reparación”.

Ahora, sobre la dilación injustificada en la 

resolución de los asuntos, el artículo 8, numeral 1, de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

coincidente en lo sustancial con el artículo 6 del Convenio 

Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de 

las Libertades Fundamentales, establece que los tribunales 

deben resolver los asuntos sometidos a su conocimiento 

dentro de un plazo razonable, como uno de los elementos 

del debido proceso.

Tal aspecto -sobre el cual la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, considerando lo expuesto por el 

Tribunal Europeo de Derechos Humanos- ha establecido 

cuatro elementos o parámetros para medir la razonabilidad 

del plazo en que se desarrolla un proceso: a) la 
complejidad del asunto; b) la actividad procesal del 
interesado; c) la conducta de las autoridades judiciales; 
y, d) la afectación generada en la situación jurídica de la 
persona involucrada en el proceso.

Además de los elementos descritos, el último de los 

tribunales internacionales mencionados también ha 

empleado para determinar la razonabilidad del plazo, el 

conjunto de actos relativos a su trámite, lo que ha 

denominado como el "análisis global del procedimiento", y 

consiste en analizar el caso sometido a litigio de acuerdo a 

las particularidades que representa, para determinar si un 
transcurso excesivo de tiempo resulta justificado o no.
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Por ello, el concepto de "plazo razonable" debe 

concebirse como uno de los derechos mínimos de los 
justiciables y, correlativamente, como uno de los 
deberes más intensos del juzgador, y no se vincula a 
una cuestión meramente cuantitativa, sino 
fundamentalmente cualitativa, de modo que el método 

para determinar el cumplimiento o no por parte del Estado 

del deber de resolver el conflicto en su jurisdicción en un 

tiempo razonable, se traduce en un examen de sentido 
común y sensata apreciación en cada caso concreto.

Al margen de ello, debe exponerse que en los 

LINEAMIENTOS PARA EL OTORGAMIENTO DE  
RECURSOS DE AYUDA, ASISTENCIA Y REPARACIÓN  
INTEGRAL A PERSONAS EN SITUACIÓN DE VÍCTIMA 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el ocho de 

abril de dos mil veintidós, se encuentra establecido el 

capítulo XX. Pago y comprobación de apoyos, y en los 

artículos 54, 55, y 56 se establece: 

“54.- La Comisión Ejecutiva cubrirá con cargo al presupuesto 
autorizado que corresponda a los Recursos de Ayuda, Asistencia y 
Reparación Integral, los apoyos derivados de las determinaciones de 
procedencia emitidas por la persona Titular de la Comisión Ejecutiva. 
Las áreas que correspondan, según el ámbito de su competencia, 
turnarán por escrito al área de la Dirección General de Administración 
y Finanzas, la validación y los documentos que comprueben la 
necesidad de los apoyos según el tipo y modalidad. 

55.- Una vez recibida la determinación de procedencia en 
la Dirección General de Administración y Finanzas, el plazo para 
efectuar el pago dependerá de la suficiencia presupuestaria y del 
procedimiento que para esos efectos tiene establecido la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la 
Tesorería de la Federación. No obstante, a la víctima se le 
informará la fecha programada para su pago en un plazo máximo 
de tres días hábiles, contados a partir del día en que se recibió la 
determinación de procedencia. 

La Dirección General de Administración y Finanzas, revisará la 
información entregada por las áreas remitentes y verificará que se 
apeguen a los procesos y procedimientos previstos para la dispersión 
de los recursos a las víctimas beneficiarias. En caso de faltar algún 
documento o exista alguna imprecisión o error en la solicitud, se 
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requerirá a la unidad administrativa que corresponda, para que, en un 
plazo no mayor a 2 días hábiles siguientes a partir de su notificación, 
subsane dicha omisión o información faltante. 

La instrucción de entrega de recursos deberá ser firmada por 
la persona Titular del Comité Interdisciplinario Evaluador o de la 
Dirección General de Atención Individual a Víctimas, a fin de que la 
Dirección General de Administración y Finanzas proceda a las 
gestiones requeridas. 

56.- La entrega de recursos se realizará directamente a las 
víctimas, mediante abono a cuenta, a través de transferencia 
electrónica. Tratándose de pagos que deban otorgarse a niñas, niños o 
adolescentes en situación de víctima, la entrega de los recursos se 
realizará, preferentemente, a cuentas bancarias a su nombre.

En casos excepcionales la entrega de los recursos se realizará 
por conducto de su representante legal. El representante legal será la 
persona que así se encuentre legalmente acreditada conforme a lo 
dispuesto en el artículo 98 de la Ley.

En ese tenor, al ponderar que el artículo 17 

constitucional obliga a que las autoridades encargadas de 

impartir justicia, al emitir sus determinaciones, se ciñan a los 

plazos y términos previstos en la ley, sin excepción alguna, 
en el caso concreto, se advierte la existencia de la 
violación aquí precisada, pues si la resolución que 
determina la compensación a favor de los quejosos se 
emitió desde el nueve de abril de dos mil veinticinco y a 
la fecha no han sido pagadas las cantidades, es 
evidente la excesiva dilación injustificada en la que han 
caído las autoridades responsables. 

La calificación de injustificada se considera aun 

cuando las autoridades responsables de la Comisión 

Ejecutiva de Atención a Víctimas, con sede en la Ciudad de 

México, en su informe justificado pretenden argumentar que 

ante la solicitud de pago, resultó necesario formular 

requerimiento a las víctimas, solicitándoles 1) Clave Única 

de Registro de Población, 2) Estado de Cuenta bancario no 

mayor a tres meses, donde se vea claramente clave 

D
IA

N
A

 L
A

U
R

A
 G

O
N

Z
A

L
E

Z
 R

A
M

IR
E

Z
706a6620636a6633000000000000000000013dd1
21/04/27 13:55:06

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



26

interbancaria y número de cuenta, 3) Constancia de 

situación fiscal e 4) Identificación oficial.

Pero se advierte que ese “requerimiento” fue emitido 

el diez de junio de dos mil veinticinco y supuestamente 

notificado el once de junio de dos mil veinticinco vía 

correo electrónico a la dirección 

valdovinos_cereso@hotmail.com

Sin embargo, la autoridad responsable pasa por alto 

que dicho correo electrónico no fue contestado, y no 

realizó gestión alguna al respecto, como verificar que la 

dirección electrónica fuera la correcta, si existía algún otro 

medio de comunicación o incluso buscar notificar a los 

quejosos a través de la Centro de Atención Integral en 

Guerrero.

Máxime que obra en autos que la parte aquí quejosa 

dio contestación a lo solicitado al enterarse del 

requerimiento en este juicio de amparo, sin que además 

obre constancia de que con motivo de ello, realizara diversa 

gestión.

Tampoco se desconoce que la última constancia que 

obra en las documentales anexas a su informe justificado 

obra un oficio de diecisiete de octubre de dos mil veinticinco, 

en el que la Directora General del Comité Interdisciplinario 

Evaluador giró oficio al Director General de Administración 

y Finanzas, para informar que el pago de las víctimas en 
el expediente ****************** se ordenó realizar con 

cargo al presupuesto destinado para tal fin y solicitó a la 

brevedad la opinión sobre si cuenta con la suficiencia 

presupuestaria del importe para estar en condiciones de 

realizar la instrucción de pago. 
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Sin embargo, como se dijo, esa es la última actuación 

que obra en el citado expediente y ello solo revela que 
desde la fecha de emisión de la resolución y la fecha en 
que se emite esta sentencia, han transcurrido:

• Más de un año desde la fecha en que se 
solicitaron documentos a los aquí quejosos. 

• Más de ocho meses desde que se envío el 
oficio para conocer la suficiencia 
presupuestaria. 

Sin que obre una debida diligencia en el 

acatamiento de la resolución.

De tal suerte que dicho incumplimiento priva a los 

aquí quejosos de su derecho a que se cumpla cabalmente 

una resolución pronunciada a su favor por autoridad 

competente; y esta privación se realiza sin que el órgano 

administrativo actúe con arreglo a la ley, y sin que la 

negativa, la omisión o la resistencia estén, de ninguna 

manera, legalmente justificadas. 

De ahí, que el argumento en estudio sea fundado y 
suficiente para conceder el amparo y protección de la 
Justicia de la Unión a la persona quejosa, para los efectos 

que se precisarán en el considerando siguiente. 

SÉPTIMO. Efectos de la protección constitucional.

Una vez que cause ejecutoria la sentencia, la 1) 

Comisionada Ejecutiva, 2) Directora General del Comité 
Interdisciplinario Evaluador y 3) Director General de 
Administración y Finanzas, todas de la Comisión 
Ejecutiva de Atención a Víctimas, en el ámbito de sus 

atribuciones deberán:
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• Llevar a cabo las acciones necesarias, dentro de 

su competencia, para cumplir y hacer cumplir la 

resolución de nueve de abril de dos mil 

veinticinco, emitida por la Comisión Ejecutiva de 

Atención a Víctimas por conducto de su 

Comisionada Ejecutiva, en el expediente 

******************, en específico para 
realizar el pago de las cantidades establecidas 

en el plan de compensación a  ****** ********* 

*******, y las personas menores de edad de 

iniciales reservadas *******. y *******. 

• En el entendido que de resultar necesario que la 

quejosa cumpla con diversos requisitos, deberá 

corroborar que ésta tenga conocimiento de ello 

por cualquier medio disponible; asimismo, para 

que las actuaciones que realice en cumplimiento 

a ello, deberán realizarse con debida diligencia y 

dentro de un plazo razonable, evitando la 

paralización de dicho expediente, debiendo 

actuar de manera oficiosa en beneficio del 

cumplimiento a la resolución.

En el entendido de que esta sentencia quedará 
cumplida cuando se realice el pago de la compensación 
a los quejosos, todo lo cual, deberá acreditar ante este 
órgano de control constitucional mediante el envío de 
las constancias respectivas.

Por lo expuesto y fundado,

SE RESUELVE:

PRIMERO. Se SOBRESEE en el presente juicio de 

amparo respecto de la omisión de acordar el escrito 

presentado por la parte aquí quejosa el catorce de mayo de 
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dos mil veinticinco, por el que se solicitó la ejecución de la 

resolución emitida por la Comisionada Ejecutiva de Atención 

a Víctimas, en la Ciudad de México, en el expediente 

******************, en términos de las consideraciones 

expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia.

SEGUNDO. La Justicia de la Unión AMPARA Y 
PROTEGE a  ****** ********* ******* y a las personas 

menores de edad de iniciales *******. y *******., contra la 

omisión de ejecutar la resolución de nueve de abril de dos 

mil veinticinco, emitida en el expediente 

******************, por la Comisionada Ejecutiva de 

Atención a Víctimas, en la Ciudad de México, en específico 

a lo relativo a acceder al pago material de compensación 

determinada en la resolución; por la consideraciones 

precisadas en el sexto considerando y para los efectos 

determinados en el último considerando de la presente 

sentencia.

Notifíquese, y mediante oficio a las autoridades 
responsables.

Así lo sentenció y firma Nayeli Urbano Juárez, Jueza 

Sexta de Distrito en el Estado de Guerrero, hoy veintidós de 

julio de dos mil veintiséis, en que lo permitieron las labores 

de este órgano de control constitucional, asistida de Diana 
Laura González Ramírez, secretaria que da fe.

En Acapulco de Juárez, Guerrero; veintidós de julio de dos mil veintiséis, Diana Laura 
González Ramírez secretaria del Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de Guerrero, certifico: Que la 
presente sentencia se incorporó al expediente electrónico que existe en el Sistema Integral de 
Seguimiento de Expedientes, cuyo archivo digital coincide en su totalidad con la presente constancia. 
Doy fe.

En la misma fecha, con fundamento en el artículo 26 Bis del Acuerdo General 12/2020 del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que regula la integración y trámite del expediente electrónico 
y el uso de videoconferencias en todos los asuntos competencia de los órgano jurisdiccional a cargo del 
propio Consejo, adicionado mediante el diverso Acuerdo General de dicho órgano colegiado que abroga 
los acuerdos de contingencia por Covid-19 y reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones relativas a 
la utilización de medios electrónicos y soluciones digitales como ejes rectores del nuevo esquema de 
trabajo en las áreas administrativas y órganos jurisdiccionales del propio consejo; certifico: Que la 
audiencia constitucional en el presente juicio de amparo se celebró a las once horas con cinco minutos 
del tres de diciembre de dos mil veinticinco, y se returnó el tres de junio de dos mil veintiséis y el 
engrose se firma hasta el día de hoy, en que lo permitieron las labores del juzgado. Doy fe.

También certifico: Que esta sentencia se realizó en versión pública, es decir, se destacó en 
rojo, a fin de que el sistema suprimiera, la información considerada legalmente como confidencial, en 
términos de la fracción I del artículo 113 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, por tratarse de datos personales concernientes a una persona física identificada o identificable. 
Doy fe.
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Razón. Enseguida se enviaron los oficios 19229, 19230, 19231 y 19232, a efecto de notificar 
a las autoridades responsables la sentencia que antecede. Asimismo, se hace constar que la presente 
página corresponde a la parte final de la sentencia de veintidós de julio de dos mil veintiséis, dictada 
dentro del juicio de amparo indirecto 855/2025. Conste.

FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE
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a9 f6 09 31 3c 95 e3 96 4d 3c 65 b4 6a ca 7c 2a
ed 56 a5 30 ad 5e 1c 43 91 ff 07 7f f1 01 9d a1
1a be c6 13 c2 91 66 48 b1 65 09 69 3b c7 d4 bd
8a fc 32 48 a4 e8 a2 94 03 6b c2 0f b2 8a cd 1d
53 2e cd 51 2e 17 4e a4 32 12 f7 cd 9e dc 79 f4
0d 9a ae 58 2c 07 74 bd 4d de f4 f2 a3 e1 7b b3
8f 2d b9 50 e7 7c 08 e2 1b 71 ba 68 71 b8 2a 76
0e d0 38 31 04 63 10 80 54 a3 07 a2 2c 8e f5 79
18 61 6e 33 a0 8e 6d 56 4d 50 58 01 3d 09 be 8e
cd 8a d8 6c d5 d8 64 8b 3d 71 ec 72 1f a3 ad 55
c0 9b 79 c0 d8 93 b7 e7 71 9b 03 52 21 92 a4 a0
95 0b 0e da 69 bb 19 fa c7 27 00 78 03 21 fb d7
bb 18 35 c9 1b 14 5c 00 76 c1 78 cf 14 3f 1e 1b
84 23 0b 7d e1 f8 ac 44 dd ec 8d 28 73 4f cf 9e
00 1c d7 cd 11 d2 ef ac 6a f1 97 42 3f 3b e1 0c

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 22/07/26 22:19:40 - 22/07/26 16:19:40

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.3d.d1

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 22/07/26 22:19:40 - 22/07/26 16:19:40

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 184461029

Datos estampillados: moP5xAqQQMd/9jtD8xNSDQv0kHI=
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FIRMANTE
Nombre: NAYELI URBANO JUAREZ Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.61.89 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

23/07/26 00:44:19 - 22/07/26 18:44:19 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

91 de e5 ef 03 db ef 3c 9a 31 1c ea 58 b8 8d 32
f6 34 8f 44 e5 2b 26 e9 6b be 08 2c 66 a5 32 a1
b8 b4 5a 07 8c 93 d1 1c f0 30 c4 b5 84 2a 3f 0e
cb 98 d7 e4 6b a9 1b 60 57 29 5e a1 d7 5b bd 81
e5 06 b5 94 5b 30 79 cb 18 10 e6 9e 03 7f 4a c3
b4 d0 5b 1a 02 8f 24 cc ee 5c fa a7 1d 5d 4f 95
f7 86 19 bf 80 6b 0e b3 84 cd 5e 4b 2b 2e 29 a1
80 38 78 d8 0e 1f ed ad 2a fd f8 ac e7 0f be ee
8b 9e 8d 55 b4 af 06 c2 1d 78 f5 f0 d3 e7 ff f6
23 bd a5 f7 a5 24 77 dc 7e ff 99 8d 6d 1e ea 48
f0 44 98 c4 77 8d 5a 6a 6b a7 fc 2c db 4a ea e2
a9 38 6a af fe 5e 1f 4b 63 3d 38 12 10 e9 52 f0
a4 69 ee 13 cf 0c 72 b3 87 8c f6 cb 68 aa a1 2b
7a 01 43 84 02 b0 19 11 08 d7 d7 bb 77 14 73 d3
d1 99 72 f2 46 ac b1 b0 0e 58 34 c4 f0 34 b5 97
06 de c5 d1 a6 ec e1 5a 80 98 20 12 10 d4 bc eb
69 d9 09 a7 db 95 0b d7 2d fd 82 e2 00 e4 0c 72
72 a7 46 d6 a4 4a b7 d4 c4 42 7f f2 5b bf 8e 15
4e 57 9a 11 de 6b 68 e7 4f ab 7b 4f 3d 37 86 20
ac c9 7b a1 0a 8d 7d 63 1a f7 7c f5 6b b8 8f 80
dd ac f6 92 7c a8 07 1d a0 5c 60 fe 42 2c 61 63
a9 6c 7a e4 29 ba c8 0a 4b 55 bd 1b 57 26 64 c2
de 86 e8 0c cc b9 b3 12 e1 4c 2b 45 c7 2b 41 1b
97 6f e5 2b 14 14 a6 ab 18 e5 1f aa ea d7 85 24

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 23/07/26 00:44:19 - 22/07/26 18:44:19

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.61.89

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 23/07/26 00:44:20 - 22/07/26 18:44:20

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 184501576

Datos estampillados: aunaYeGtDrqynv1Pe9WGmU3ab0s=
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aEl veintidos de julio de dos mil veintiseis, la licenciada Diana Laura González

Ramírez, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Sexto de Distrito en el
Estado de Guerrero, hago constar y certifico que en esta versión pública no
existe información clasificada como confidencial o reservada en términos de
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública. Conste.


